
JURISPRUDENCIA
CONTENCIOSO-ADMIN1STRATIVA

I. Organización

635. A efectos de la elaboración de
disposiciones de carácter gene-
ral, la audiencia a la Organiza-
ción Sindical es facultativo el
realizarla, y el informe de la
Secretaria General Técnica
puede encontrarse sustituido, en
el caso presente, por el emitido
como propuesta por el Consejo
de Administración del Instituto
Nacional de Previsión.

«...facultado por este trámite por
el artículo 8 del decreto de fecha 14
de julio de 1957, norma específica re-
guladora de dicho organismo, apli-
cable según lo dispuesto en el párra-
fo 4.° del artículo 1 de la citada ley
de Procedimiento administrativo...»

(STS 6.12.1966. Sala 5.*)

636. vicios políticos, en el sentido
de la ley de la Jurisdicción
contencioso-administrativa, son
aquellos Que provienen del pro-
pio Gobierno en su unidad con-
junta.

«...lo que requiere que por éste,
precisamente, sea así adoptado, lo
que es distinto de las determinacio-
nes especiales y concretas de cada
ministerio y de las emanadas de es-
calafón inferior, que no gozan de
este privilegio, aunando a que la ca-
lificación del expresado acto político,
cualquiera que sea la conceptuacióm
doctrinal que esa norma no define,
por limitarse a una enunciación ex-
positiva, pero no exhaustiva, de ma-
terias a que pueden responder, obliga
a examinar en cada caso las cir-
cunstancias de comisión, y de cómo
se configuren su alcance finalista y
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de trascender a la seguridad interior
del país, forzoso será interpretar el
contexto legal-, pues para ser atacado
tiene que actuar el agente productor
en la ejecución mediante gran im-
portancia y publicidad para que pro-
duzca trastornos violadores de aquél
con repercusión suficiente, de ahí que
no se puede encerrar en tal moción
múltiples acciones que, aún perjudi-
cando al normal orden jurídico, no
menoscaben la integral 'seguridad in-
terior; luego como aquí no se carac-
teriza acto alguno de gobierno, que
•ahora se impugne, y en cuanto a lo
que compone la huelga o paro, aun
pasando de matiz político, como para
la realización de trabajos en la em-
presa, sin realidad de reclamación
laboral pendiente o ya presentada,
y si para evitar unas sanciones legí-
timas, como esta suspensión de acti-
vidad, lo que f ue en plazo brevísimo,
y sin producir daño alguno al orden
público, por lo menos no se eviden-
ció en el proceso, lleva consigo la
inadecuación del motivo de inadmisi-
bilidad denunciado, en íntima com-
penetración con sentencias de esta
Sala de 21 de abril de 1981, 10 de
febrero de 1962 y 15 de marzo de
1965...»

(STS 23.1.1967. Sala 4.a)

637. Si la Administración en su ges-
tión sufre un error o hace una
interpretación de normas más
o menos acertada, no viene
obligada a persistir en él para
el futuro.

o

«...lo que pasa es que, o sufre
las consecuencias o insta la lesividad
del acuerdo erróneo o perjudicial,
pero lo que no puede ocurrir es que

esas consecuencias se proyecten sobre
actos futuros e indefinidamente...»

(STS 24.2.1967. Sala 3.a)

II. Personal

638. Que el sentido y espíritu del ar-
tículo 1." de la ley de 6 de no-
viembre de 1942 no es otro que
el de conceder al sustantivo
«campaña» la acepción genéri-
ca de combate o acción bélica
en la que toman parte todos o
los principales elementos de
lucha.

«...ya que la acepción de combate
directo de ejércitos o armadas está
superada por las reglas de las prác-
ticas militares modernas...»

(STS 3,12.1966. Sala 5.a)

III. Procedimiento

639. La representación corporativa,
a efectos de lo dispuesto en la
ley de la Jurisdicción conten-
cioso-administrativa, correspon-
de en la esfera sindical al Sin-
dicato en sí y no a sus seccio-
nes diferenciadas . y contradic-
torias.

«... Lo que... arranca del carácter
que nuestra legislación social desde
el Fuero del Trabajo, XIII, a las
leyes ordinarias de unidad, como or-
ganización y clasificación sindical se
asignan los sindicatos nacionales co-
mo corporaciones de derecho públi-
co, reconocido de modo exclusivo en
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la rama productora correspondiente,
por integración de los elementos
empresariales y productores que en
ella concurren y a los que se encua-
dra en las denominadas secciones
económica y social del sindicato na-
cional de que se trate; secciones que
tinen cometidos específicos de repre-
sentación interna de los peculiares
intereses laborales a que responden,
y de participación conjunta en las
funciones propias del sindicato como
tal corporación unitaria; entre las
cuales está la de ostentar su perso-
nificación plenaria, sin admitir una
pluralidad o división de representa-
ciones en el ámbito extra sindical, al
objeto de postular resoluciones en-
frentadas a las nomas imperativas
que afectan a todo el sindicato, ya
se hayan elaborado en la esfera sin-
dical o excediendo de ella; pues tal
pluralidad podría conducir —c orno
sucede en el caso de autos—a la
situación (absurda por contradicto-
ria de los principios básicos sindi-
cales) de que las dos secciones econó-
mica y social litigaran antagónica-
mente en cuanto al alcance y a la
validez de algún aspecto de las regu-
laciones laborales aplicables a la ac-
tividad profesional determinante de
la sindicación... que es evidente, que
si se tratara de un recurso de traba-
jadores encuadrados en las secciones
sociales de las ramificaciones locales
del sindicato, y que se hubiera pro-
movido en nombre propio y median-
te representación forense adecuada,
no cabría en principio desconocer la
concurrencia del interés directo, le-
gitimador «in genere» dentro del su-
puesto común del artículo 28, nú-
mero 1.°, apartado a) de la ley Ju-
risdiccional; pero como el recurso se
ha deducido por el presidente de la
sección social del Sindicato Nacio-

nal del Agua, Gas y Electricidad,
invocando la representación de aque-
llos posibles interesados, que no han
comparecido por sí, y se dirige con-
tra una resolución de carácter gene-
ral, pugna con la limitación legiti-
madora establecida en el aparta-
do o) de los mismos números y ar-
tículos, sin que tampoco concurra la
excepción que señala el artículo 39
de la misma ley Jurisdiccional...»

(STS 23.10.1960. Sala 4.»)

640. No puede ser admitido que los
pronunciamientos de la senten-
cia a ejecutar y las resoluciones
judiciales recaídas en trámite
de ejecución traten indirecta-
mente de combatirse en nuevo
recurso contencioso-administra-
tivo.

«... porque la institución de la cosa
juzgada desplegaría toda su eficacia,
a fin de impedir ulteriores discusio-
nes sobre puntos ya fallados...»

(STS 10.12.1966. Sala 5.a)

641. Los actos administrativos dic-
tados en estricta ejecución de
otros que hayan adquirido ca-
rácter de firmeza al no resol-
ver por sí mismo acerca de si-
tuaciones jurídicas individuali-
zadas, sino limitarse más bien
a dar plena efectividad a lo ya
resuelto, no son susceptibles de
recurso contencioso.

«... a tenor del artículo 37 de la
ley (de la Jurisdicción contencioso-
administrativa), máxime.si la firme-
za del acto base tiene su razón de
ser en haberse agotado frente al mis-
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mo todas las posibilidades de impug-
nación jurisdiccional, porque enton-
ces son los artículos 108 y 110 los que
permiten al particular directamente,
en ejecución de sentencia del Tribu-
nal que dictó la de primera instan-
cia, para que adopte cuantas medi-
das conduzcan al cumplimiento del
fallo...»

(STS 10.12.1966. Sala 5.a)

ción a la Administración, que con ca-
rácter excluyente aprecia la oportu-
nidad o conveniencia de sus acuer-
dos, sin que su punto de vista al
adoptarlos pueda ser sustituido por
el del Tribunal, si no aprecia infrac-
ción de la legalidad, ni menos aún
por el de los interesados a quienes
el acto discrecional afecte...»

(STS 30.1.1967. Sala 5.»)

642. Aunque los acuerdos de los ju-
rados provinciales de expropia-
ción forzosa carecen de fuerza
vinculante para los tribunales.

«...por la imparcialidad, indepen-
dencia y experiencia de los miem-
bros que integran los organismos que
los dictan, han de gozar de prefe-
rente acogida siempre que no infrin-
jan preceptos legales o contengan
errores evidentes de apreciación o
cálculo.»

(ST3 26.1.1967. Sala 5.a).

643. La ley de 27 de diciembre de
1956 sobre la Jurisdicción con-
tencioso-administrativa, con cri-
terio progresivo con respecto a
la anterior legalidad, no exclu-
ye de la fiscalización contencio-
so-administrativa los actos dis-
crecionales.

«... pero es naturalmente ineludible
supuesto para la estimación del re-
curso que contra los mismos se en-
tabla, que infrinjan el ordenamiento
jurídico, pues si tal infracción no se
produce, el acto discrecional no es
revisable jurisdiccionalmente, ya que
en el ejercicio de facultades de tal
carácter corresponde libertad de ac-

644. El principio de la independen-
cia fiscal de los diferentes ejer-
cicios.

«...tiene como consecuencia que
los beneficios bonificados y la des-
gravación han de referirse al mismo
ejercicio económico...»

(STS 1.3.1967. Sala 3.a)

645. La LPA al afirmar que las re-
soluciones administrativas se-
rán motivadas con sucintas re-
ferencias de hechos y funda-
mentos de derecho.

«...no impone cuantos motivos de
cada clase deben hacerse ni hasta
qué punto debe agotarse el razona-
miento...»

(STS 2.3.1967. Sala 3.*)

646. Para que los actos propios sean
eficaces en Derecho, precisa que
se realicen con instancia de.

«...crear, modificar o extinguir re-
clamaciones jurídicas en los mismos
términos subjetivos del vínculo a que
precisamente se contrae...»

(STS 3.3.1967. Sala 3.a)
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647. La discrecionalidad no puede nación de cuya existencia está vincu-
referirse a la totalidad de los lada al examen de la cuestión de
elementos de. un acto, a un fondo, de tal modo que únicamente
acto en bloque, ni tiene su ori- al juzgar de la legitimidad del acto
gen en la inexistencia de ñor- cabe concluir sobre su discrecionali-
mas aplicables al supuesto de dad, y ésta surge cuando el ordena-
hecho. miento jurídico atribuye a algún ór-

gano de competencia para apreciar
«... sino que ha de referirse a al- lo que es de interés público...»

guno o algunos de los elementos de ( S T S 2.3.IS&I. Sala 3.*)
tal acto, por lo que es evidente la
inadmisibilidad de la impugnación ' ANTONIO DE JUAN ABAD
en cuanto a los demás, la determi- Luis ENRIQUE DE LA VILLA
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